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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 0116/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ Y CODEMANDADA
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO 

San Luis Potosí, S.L.P., a diecisiete de septiembre de dos mil dieciocho.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 0116/2018-3, promovido por ********** contra actos de la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí y de la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí; y,

R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante acuerdo del veintiséis de febrero dos mil dieciocho, previo requerimiento formulado por auto de siete de febrero del mismo año, se tuvo por recibido el escrito signado por ********** mediante el cual demandó a la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí y a la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por la nulidad del “acta de fecha diez de enero de dos mil dieciocho, emitida por el C. ********** en su calidad de Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano y notificada el día treinta y uno de enero de dos mil dieciocho, en la cual se le niega el alineamiento y número oficial de los predios, con el solo argumento de que el predio no tiene acceso a una vía pública,...”, manifestando que tuvo conocimiento del acto impugnado el día treinta y uno de enero de dos mil dieciocho; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Mediante proveído de once de abril de dos mil dieciocho, se tuvo por contestando a las autoridades demandadas, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación, se le concedió el término de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera; en el mismo auto se tuvieron por ofrecidas las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia de ley; la cual tuvo verificativo el día catorce de mayo de dos mil dieciocho, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de las partes; en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes, y se citó para resolver. 
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues exhibió el oficio de fecha 10 de enero de 2018, folio ********** emitido por el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que constituye el acto impugnado, documento visible en fojas 7 del sumario.
La personalidad de la Directora de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien compareció por sí y como superior jerárquico de la diversa demandada Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, quedó acreditada con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor que obra en fojas 44 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del oficio de fecha 10 de enero de 2018, folio **********emitido por el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, el que fue exhibido por la demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas al producir su contestación que obra en fojas 34 a 43 de este expediente, hicieron valer la excepción de sine actione agis, y solicitaron el sobreseimiento del presente juicio, señalando que el acto impugnado se ha dejado sin efectos al haberse emitido la licencia de alineamiento y número oficial solicitada por la parte actora, ajustándose a sus pretensiones; a ese respecto, cabe señalar que la excepción y causales de sobreseimiento deben desestimarse, en razón de que el hecho de que se haya emitido la licencia de alineamiento y número oficial que refiere, por sí sola es insuficiente para considerar que el acto impugnado en este juicio se haya dejado sin efecto, pues para ello es necesario que se emita otro acto en el cual de manera clara y precisa se haga un señalamiento en ese sentido, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante, lo que en el caso específico no aconteció, pues en este juicio de nulidad la parte actora se queja de la modificación que las demandadas pretenden realizar a la colindancia oriente del bien inmueble de su propiedad.

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la contienda planteada.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en fojas 3 a 5 de este sumario, argumentos que se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo de los Conceptos de Impugnación que hace valer la parte actora, considerando para ello que el escrito de demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte del mismo donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada; pues el hecho de que las sentencias de este Tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.
En esa tesitura, se advierte que los conceptos de impugnación están contenidos en los apartados de Hechos (número 4,) y Razones por las que se impugna el acto o resolución (primero y segundo);  por lo que se analizan en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en cuanto a las violaciones a sus derechos de legalidad y seguridad jurídica que alude del acto reclamado, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho, por analogía, la Tesis Jurisprudencial del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, Época: Décima Época, Registro: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región) 2o. J/5 (10a.). 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. ...”

Hechos y Conceptos de impugnación que en la parte medular refieren:

“HECHOS.- 

...4. Entregándome la respuesta negativa de mis trámites...me fue negado con el argumento que debo cambiar la colindancia Oriente por qué lindo con una barda y no a la calle de ********** determinación que es violatoria de mis derechos fundamentales y flagrantemente una violación al procedimiento y leyes que rigen el proceder de la institución demandada.”
“RAZONES POR LAS QUE SE IMPUGNA EL ACTO O RESOLUCIÓN.- 

Primero. Se violenta en mi perjuicio mi principio de seguridad y legalidad... debido a que viola lo estipulado por su propia normativa y que estipula el artículo 1 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí...

“...en razón de que en los diversos trámites realizados nunca mencionó ni negó el trámite con el argumento que ahora menciona, siendo la misma autoridad quien entregó la certificación de medidas, el alineamiento y número oficial del predio inicial, posterior la subdivisión del predio, siendo la misma autoridad quien marcó como colindante la calle aludida y que dice no existe ninguna vialidad limítrofe.” 

“...viola en mi perjuicio... la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en su artículo 75...”

“...no sustenta la determinación de negarme la licencia de alineamiento y número oficial, solo menciona que debo cambiar la colindancia oriente, argumento superfluo y sin sustento...”

“Segundo. Se violenta en mi perjuicio mi principio de seguridad y legalidad... debido a que viola... el artículo 94 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí...”
“...violenta lo dispuesto en el artículo en su parte que menciona... “Queda prohibido a la autoridad municipal realizar modificaciones al padrón Catastral Municipal”

“Modificación que pretende ahora realizar ya que de las propias constancias emitidas de la autoridad menciona como colindante oriente la calle **********, y ahora niega la licencia de alineamiento y número oficial con un argumento vano y sin sentido.” 
Los señalados Conceptos de Impugnación resultan fundados, en la parte que refieren que la autoridad demandada viola sus derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, pues no sustenta la determinación de negarle la licencia de alineamiento y número oficial que fue solicitada, ya que solo menciona que debe cambiar la colindancia oriente, cuando de las constancias que le fueron entregadas por la propia autoridad como es la certificación de medidas, se advierte que el inmueble colinda al oriente con **********
Lo anterior es así, pues en el acto impugnado, visible en fojas 7 del sumario se advierte, que la autoridad emite respuesta al trámite solicitado por la actora, señalando en la parte medular lo siguiente:

“...en atención a su solicitud de  Licencia de Alineamiento y Número oficial para el predio ubicado en ********** de esta ciudad, identificado con la clave catastral **********
“Al respecto  esta Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano le informa que deberá corregir la colindancia oriente en escrituras, ya que de acuerdo con el plano de lotificación del fraccionamiento ********** con número de registro ********** de fecha 14 de septiembre de 2011 colinda con barda perimetral del fraccionamiento ********** situación que imposibilita a esta autoridad a otorgarle el trámite en comento, ya que su inmueble no colinda hacia el oriente con una vialidad pública...”
“Lo anterior para continuar con la revisión correspondiente a su trámite y con fundamento en lo marcado en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.”

“Artículo 179.- Fracción III....”
“Lo anterior se hace de su conocimiento de conformidad con el contenido de los numerales,...”
De lo anterior se advierte que en el acto impugnado se informa a la actora, que para que se le otorgue la licencia de alineamiento y número oficial que solicita, deberá corregir la colindancia oriente de sus escrituras, ya que de acuerdo con el plano de lotificación del fraccionamiento ********** colinda con barda perimetral del citado fraccionamiento, y que esto imposibilita a la  autoridad a otorgarle el trámite, reiterando que su inmueble no colinda hacia el oriente con una vialidad pública; sin que se advierta en el acto un sustento legal para emitirlo en esos términos, es decir la debida fundamentación y motivación que soporte los argumentos de la demandada en el sentido de que se encontraba imposibilitada para otorgar el trámite, y que debía modificar en escrituras la colindancia oriente del inmueble, y si bien es cierto, que en el oficio en cuestión se transcribe el artículo 179 fracción III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, también lo es, que este se refiere a la obligación de las autoridades de informar a los particulares el estado de la tramitación de los procedimientos en que tengan interés jurídico, y proporcionarles copia de los documentos contenidos en ellos, así como proporcionarles información y orientarlos acerca de los requisitos que las disposiciones legales impongan a sus solicitudes; por lo que el citado numeral no constituye el fundamento legal para solicitar a la actora que corrija la colindancia oriente en sus escrituras y tampoco sustenta la imposibilidad de la autoridad demandada para emitir el trámite.

Lo mismo acontece con los diversos artículos y ordenamientos legales, que se mencionan en la parte final del acto impugnado, pues se refirieren a la competencia de los ayuntamientos, áreas que integran la Administración Municipal y la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, así como las atribuciones y funciones generales de ésta última.
Sin que el señalamiento que refiere del plano de lotificación del ********** sea el sustento para emitir el oficio en los términos que lo hizo, pues refiere que éste es de fecha 14 de septiembre de 2011; ya que contrario a ello, en la certificación de medidas y colindancias que expidió el 28 de octubre de 2016, señaló que el bien inmueble en cuestión colinda al oriente con ********** documental pública con pleno valor probatorio en términos de los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Lo anterior es así, pues en el caso en estudio, la actora solicitó a la demandada se le aprobara su trámite de alineamiento y número oficial, o en su caso, se le proporcionaran los motivos por los cuales le era negado el trámite, así como la documentación en que se sustentara la negativa, en razón de que la propia autoridad expidió una certificación de medidas y colindancias respecto del inmueble en cuestión, la cual forma parte de la protocolización del Acta de Rectificación de la superficie y medidas del inmueble, de fecha uno de diciembre de dos mil dieciséis, lo que se advierte de los documentos que fueron ofrecidos como prueba por la parte actora y que obran en fojas 8, 9 y 22 a 25 de este sumario, mismos que se estudian a continuación: 
Documental Publica, consistente en copia simple del oficio ********** de fecha 28 de octubre de 2016, signado por la Subdirectora de Catastro del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que contiene la Certificación de Medidas y Colindancias del inmueble ubicado en ********** de esta ciudad, empadronado con la clave catastral ********** en el cual se hizo constar que de acuerdo con la visita física realizada por personal de esa Subdirección, el cotejo con la escritura del predio, y la cartografía correspondiente, el citado inmueble colina al este (oriente) con ********** Documental que obra en fojas 8 de este expediente, misma que al no haber sido objetada por las demandadas, se tiene por auténtica y adquiere valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ella, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Documental, consistente en original del acuse de la solicitud del trámite 53249, de fecha 6 de enero de 2018, en el cual la aquí actora solicitó a la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de la Capital, se le informen los motivos por los cuales debe cambiar la colindancia oriente del trámite de solicitud de alineamiento y número oficial del terreno con clave catastral ********** solicitando también se le apruebe su trámite de alineamiento y número oficial, o en su caso, se le proporcionen los motivos por los cuales le fue negado de manera clara y precisa, así como la documentación que sustenta la negativa; documento visible en fojas 9 de este sumario, mismo que al no haber sido objetado por las demandadas, se tiene por auténtico y adquiere valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en él, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Documental Pública, consistente en copia certificada de la escritura pública número **********, tomo ********** de fecha uno de diciembre de dos mil dieciséis, protocolizada ante el Notario Público número veintiocho, con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado, en la que se hizo constar el Acta de Rectificación de la superficie y medidas del inmueble ubicado en ********** de esta ciudad, en la que se específica que el inmueble en cuestión, colinda al oriente con ********** y que además en la Declaración Segunda, precisa que la rectificación derivó de la venta de una parte del inmueble, quedando un resto, según consta en la CERTIFICACIÓN DE MEDIDAS expedida por la Subdirección de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, con oficio ********** de fecha veintiocho de octubre de dos mil dieciséis, escritura pública que quedó registrada en el Instituto Registral y Catastral del Estado, bajo el folio ********** de fecha 18 de enero de 2017, mismo que obra en fojas 22 a 25 del expediente en que se actúa.

Todas las referidas documentales con valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellas, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado; las cuales valoradas en su conjunto, acreditan que la actora solicitó se le expidiera la licencia de alineamiento y número oficial del inmueble de su propiedad, y en su caso se le proporcionaran los motivos por los cuales le era negado el trámite, así como la documentación en que se sustentara la negativa; que la autoridad demandada otorgó en fecha 28 de octubre de 2016 la certificación de medidas y colindancias del inmueble en mención, en la cual se precisó que el mismo colinda al oriente con ********** y que de acuerdo con lo que consta en la certificación de medidas otorgada por la autoridad demanda, se protocolizó ante notario público el Acta de Rectificación de superficie y medidas del referido inmueble, en la cual también se especificó que el bien inmueble propiedad de la actora colinda al oriente con ********** quedando registrada en el Instituto Registral y Catastral del Estado, bajo el folio 404330, de fecha 18 de enero de 2017, 
En ese sentido, la autoridad demandada, al momento de emitir el acto impugnado, debió especificar de manera fundada y motivada las causas por las cuales la actora debe corregir la colindancia oriente de su inmueble, así como las razones que la imposibilitaron para otorgar la licencia en los términos que le fue solicitada, señalando en forma precisa la normatividad en que fundó su acto, y en su caso, proporcionar a la actora la documentación que en que se sustentara, ello considerando que la propia autoridad demandada en fecha 28 de octubre de 2016, otorgó la certificación de medidas y colindancias del inmueble, señalando que el mismo colinda al oriente con ********** por lo que, si ahora pretende que se modifique esta colindancia, deberá fundar y motivar el porqué de esta determinación, en cumplimiento a los principios de autenticidad de las inscripciones, integridad de los datos y validación de trámites, previstos en el artículo 75 fracciones I, V y VIII de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con los principios de legitimación y fe pública registral, contenidos en los artículos 1º fracción I y 6º fracciones II y X del mismo ordenamiento legal, numerales que en la parte medular dicen: 

“ARTÍCULO 1º. La presente Ley es de orden público, de interés general y de observancia obligatoria. La misma tiene por objeto: 

I. Preservar la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario en el Estado, con base en los principios registrales de publicidad, legitimación, rogación, prelación, calificación, consentimiento, inscripción, especialización,  tracto sucesivo y  fe registral;...”
“ARTÍCULO 6º. Para preservar la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario en el Estado, el Registro Público se regirá bajo los siguientes principios:

...II. DE LEGITIMACIÓN: consiste en otorgar certeza y seguridad jurídica sobre los derechos inscritos, los cuales gozan de una presunción de veracidad, que se mantiene hasta en tanto no se demuestre la discordancia entre el Registro y la realidad

...X. FE PÚBLICA REGISTRAL: es tener como verdad jurídica el contenido de los asientos del Registro, salvo prueba en contrario. Por este principio se reputa siempre exacto en beneficio del adquiriente que contrató, confiado en el contenido de sus asientos y, en consecuencia, se le protege con carácter absoluto en su adquisición.”

“ARTÍCULO 75. Para preservar la seguridad de orden administrativo y técnico catastral, el Catastro se regirá bajo los siguientes principios: 

I. AUTENTICIDAD DE LAS INSCRIPCIONES: las inscripciones conllevan la verificación de la correcta inscripción de los bienes inmuebles, la copia fiel de la inscripción, y la conservación de la copia del documento que origina la inscripción; 

...IV. INSCRIPCIÓN DE LOS BIENES INMUEBLES: es la materialización de la función catastral, mediante la cual, de manera objetiva, se aprecia el acto vertido en la inscripción, descripción y valuación correspondiente de los bienes inmuebles rústicos y urbanos en el Padrón Catastral, mismos que se hacen constar en bases de datos alfanuméricas y cartografía digital; 

...VIII. VALIDACIÓN DE TRÁMITES: este principio postula que todo documento que se presente al Catastro para la inscripción de un bien inmueble, debe ser validado, es decir, deberá ser examinado tanto el documento como el bien inmueble físicamente, a fin de que en las bases de datos haya inscritos solamente bienes inmuebles válidos.”
Principios los anteriores que otorgan certeza y seguridad jurídica a los particulares de que los datos contenidos en los documentos inscritos en sus registros son reales, en razón de que previo a su inscripción fueron verificados y validados por la autoridad; por tanto, si en el caso que nos ocupa, la Subdirección de Catastro del H. Ayuntamiento en fecha veintiocho de octubre de dos mil dieciséis otorgó a la actora la certificación de medidas y colindancias del inmueble ubicado en ********** de esta ciudad empadronado con clave catastral ********** ello de acuerdo con la visita física realizada por personal de esa Subdirección, el cotejo con la escritura del predio, y la cartografía correspondiente; y si este documento se tomó en consideración al protocolizarse en escritura pública el Acta de Rectificación de superficie y medias del referido inmueble, la cual quedó registrada en el Instituto Registral y Catastral del Estado, bajo el folio ********** de fecha 18 de enero de 2017; en consecuencia, lo contenido en los documentos que quedaron inscritos en el Instituto Registral y Catastral del Estado, así como en la certificación de medidas y colindancias, gozan de una presunción de veracidad, salvo prueba en contrario, en razón de la verificación física del bien inmueble que fue realizada por la autoridad, y de la verificación y validación de los documentos que se presentaron, primero, para la expedición de la certificación de medidas y colindancias, y después, para la inscripción en el Instituto Registral y Catastral del Estado de la escritura pública en que se protocolizó el Acta de Rectificación de superficie y medias del referido bien inmueble; lo que otorga validez a los datos que quedaron inscritos.

Es menester señalar que las autoridades demandadas, al momento de producir su contestación de demanda refieren medularmente que los conceptos de impugnación son ineficaces e inoperantes, en razón de que el 15 de marzo de 2018 se emitió la licencia de alineamiento y número oficial, respecto del bien inmueble propiedad de la actora, que por ello se ha dejado sin efectos el acto impugnado y satisfecho las pretensiones de la parte actora, que en el caso concreto es la obtención de la aludida Licencia de Alineamiento y Número Oficial respecto del bien inmueble de su propiedad, y que al haberse emitido la licencia de alineamiento y número oficial pretendida, el presente asunto ha quedado sin materia, por no existir perjuicio a los intereses de la actora.
Sin que le asista la razón a las demandadas, pues como se señaló en el considerado Cuarto de esta resolución, la expedición de la licencia de alineamiento y número oficial respecto del bien inmueble propiedad de la actora, no implica que por sí sola deje sin efectos el acto impugnado, y tampoco satisface las pretensiones de la actora, toda vez que para dejar sin efectos el acto impugnado debe emitirse otro acto en el que de manera precisa se señale que con su emisión se deja sin efectos el primer acto, y además que con este queden satisfechas las pretensiones de la actora; lo que en el caso específico no aconteció, por lo que el acto impugnado en este juicio sigue vigente; ello aunado a que la licencia de alineamiento y número oficial de fecha 15 de marzo de 2018, ofrecida como prueba por las demandas, fue objetada por la actora, por no coincidir con los datos asentados en la certificación de medidas y colindancias expedida por la Subdirectora de Catastro del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí el 28 de octubre de 2016, donde se aprecia que su colindancia oriente es el ********** y no un supuesto muro de colindancia, objeción que se relaciona con las pretensiones de la actora, quien en sus conceptos de impugnación se duele de que la autoridad demanda viola sus derechos de legalidad y seguridad jurídica, pues sin sustento legal, le informó que para expedir la licencia de alineamiento y número oficial que solicitó, debía corregir la colindancia oriente de su propiedad.
En consecuencia, las pretensiones de la atora no se encuentran satisfechas con la expedición de la licencia de alineamiento y número oficial de fecha 15 de marzo de 2018, documento visible en foja 45 del sumario, en el cual, si bien es cierto, al oriente del inmueble se aprecia que se encuentra el ********** también lo es, que se señala un muro de colindancia de 2 mts de altura, y como observaciones se asentó la leyenda “deberá respetar muro de colindancia de 2.00 mts de altura del ********** por lo que la información contenida en este documento no coincide con lo señalado por la Subdirección de Catastro del Ayuntamiento en la Certificación de Medidas y Colindancias expedida en fecha 28 de octubre de 2016, y tampoco satisface las pretensiones de la actora, quien en este juicio de nulidad se queja de la modificación que las demandadas pretenden realizar a la colindancia oriente del bien inmueble de su propiedad.

Por otra parte, las demandadas niegan que exista violación al artículo 94 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, señalando que las condiciones del bien inmueble objeto de la solicitud de alineamiento y número oficial han variado; que el título de propiedad no contempla una colindancia con la calle ********** pero sí con la ********** manifestaciones que corroboran por una parte la ilegalidad del acto impugnado, y por otra, que con la emisión de la licencia de alineamiento y número oficial, no se satisfacen las pretensiones del actor, pues de las constancias de autos se advierte que la propia autoridad demanda reconoció con la expedición de la certificación de medidas y colindancias, que el inmueble en cuestión colinda al oriente con ********** y de acuerdo con lo que consta en esta certificación se protocolizó ante notario público el Acta de Rectificación de superficie y medidas del referido inmueble, en la que también se precisa la colindancia del inmueble al oriente con ********** de ahí que el argumento de las demandadas en el sentido de que el título de propiedad no contempla una colindancia con ********** es incongruente con los documentos que obran en autos, los que ya fueron valorados por esta Sala. 

Cabe precisar, que si bien es cierto, que el numeral en mención establece que la autoridad puede modificar cualquiera de las características de los bienes inmuebles, debiendo anotarse en el padrón catastral municipal para su actualización, también lo es, que para modificar el padrón catastral, deberá demostrarse la inscripción registral, o la resolución judicial firme correspondiente del inmueble de que se trate, artículo que literalmente dice:
“ARTÍCULO 94. Los bienes inmuebles ubicados dentro del territorio de los municipios, serán inscritos en el Padrón Catastral Municipal respectivo, señalando las características físicas de ubicación, previa verificación del título de propiedad o certificado de posesión agraria, en los formatos que para tal efecto proporcionen las autoridades catastrales municipales. 

La modificación a cualquiera de las características de los bienes inmuebles, deberá anotarse en el propio padrón catastral municipal para su actualización.  

Queda prohibido a la autoridad municipal realizar modificaciones al Padrón Catastral Municipal, salvo que se demuestre de manera fehaciente la inscripción registral, o la resolución judicial firme correspondiente del inmueble de que se trate.”
De acuerdo con lo transcrito, en caso de que las características del inmueble objeto de la solicitud hubieran variado respecto de la colindancia oriente del mismo, como aducen las demandas, la modificación respectiva debió anotarse en el padrón catastral, previa demostración de la inscripción registral, o de la resolución firme correspondiente del inmueble, según sea el caso; en razón de que en la certificación de medidas y colindancias de fecha veintiocho de octubre de dos mil dieciséis, y en el Acta de Rectificación de superficie y medidas del inmueble de fecha uno de diciembre de dos mil dieciséis, registrada en el Instituto Registral y Catastral del Estado el dieciocho de enero de dos mil diecisiete, aparece que el inmueble colinda al oriente con ********** de ahí que, si posterior a la expedición de la certificación y a la inscripción del bien inmueble en cuestión, se hizo alguna modificación en sus colindancias, éstas debieron quedar registradas en el padrón catastral, incluyendo los  documentos y registros de los actos que se realizaron por la autoridad, y que justifiquen la modificación.

Actos los anteriores que las autoridades demandas, debieron señalar en  el acto impugnado, a efecto que la actora tuviera conocimiento de cuáles fueron las causas por las que debía modificar la colindancia oriente de su inmueble, para no dejarla en estado de indefensión, máxime que cuando solicitó el trámite de alineamiento y número oficial, pidió que en su caso se le proporcionaran de manera clara y precisa los motivos por los cueles se le negaba, así como la documentación en que se sustentará la negativa.   
En cuanto lo que señalan las autoridades demandadas, referente a que la licencia de alineamiento y número oficial de fecha 15 de marzo de 2018, se emitió de acuerdo con la ubicación del predio de la solicitud en referencia con la vía pública, siendo sobre ésta que se certifica el frente del inmueble y el número oficial que le corresponde, y que en el caso específico es la ********** A ese respecto, el frente del inmueble no es materia de esta controversia, en razón de que el acto que impugnó la actora fue respecto de la corrección de la colindancia oriente en escrituras, no así de la ubicación del inmueble señalada en el mismo acto, y que se advierte es en **********según se desprende de los documentos que obran en autos de este expediente, como son, el acto impugnado, la certificación de medidas y colindancias de fecha veintiocho de octubre de dos mil dieciséis, las escrituras de fecha veintiuno de septiembre de mil novecientos noventa y ocho, y la escritura de protocolización del Acta de Rectificación de superficie y medidas de fecha uno de diciembre de dos mil dieciséis, en los que se señala que el bien inmueble de referencia se encuentra ubicado en la  ********** documentos que obran en fojas 7, 8 y 12 a 25 de este sumario; de ahí que la ubicación del frente del inmueble no es hecho controvertido en este procedimiento.
En ese tenor, resultan fundados los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, toda vez que el acto impugnado la deja en estado de indefensión e incertidumbre jurídica, al no señalar de manera fundada y motivada las causas por las cuales el actor se debe modificar la colindancia oriente del bien inmueble de su propiedad.

En consecuencia, el acto impugnado consistente en oficio de fecha 10 de enero de 2018, folio ********** emitido por el Subdirector de Administración y Desarrollo del H. Ayuntamiento Municipal resulta ilegal y deja en estado de indefensión a la parte actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto de autoridad debe contener, de conformidad con los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, en virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por autoridad competente, siguiendo los procedimientos establecidos, y con la debida fundamentación y motivación, circunstancias que en el caso que nos ocupa no acontecieron. 

Requisitos de legalidad que se deben hacer constar en todos los actos de autoridad, siendo que en el caso que nos ocupa, por el tipo de solicitud planteada, la autoridad demandada para la emisión de la resolución, debió señalar en el acto: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para contestar su solicitud, los que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables; b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto; y c) Las circunstancias especiales, razones particulares inmediatas que se haya tenido en consideración para la emisión del acto; elementos y requisitos que son indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y válido en contenido y ejecución. 

Lo que al no haber acontecido, deja en estado de indefensión a la actora al verse afectada en sus garantías de legalidad y seguridad jurídica, consagradas en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, incumpliendo con lo establecido en los numerales 164 fracción V y 165 fracción II del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de San Luis Potosí, circunstancias que se desprenden del acto impugnado. 
Sirve de apoyo de lo anterior, la Tesis Jurisprudencial sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable con los siguientes datos: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43.
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

En esa tesitura, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en el oficio de fecha 10 de enero de 2018, folio ********** emitido por el Subdirector de Administración y Desarrollo del H. Ayuntamiento Municipal, a través del cual informa a la actora que deberá corregir la colindancia oriente de su inmueble en escrituras; y por consecuencia, también procede decretar la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno. 

En base a lo anterior, y al tratarse de una petición o instancia que debe ser contestada para no dejar en estado de indefensión e incertidumbre jurídica a la parte actora, la autoridad demandada deberá:
a) Emitir otra resolución debidamente fundada y motivada, en la que dé respuesta a la petición de la actora respecto de la licencia de alineamiento y número oficial solicitada, tomando en consideración las documentales que se encuentran en su expediente catastral y las que se analizaron en esta resolución.
b) En caso de que exista alguna corrección a la colindancia oriente del bien inmueble propiedad de la actora, contenida en la certificación de medias y colindancias de fecha 28 de octubre de 2016, le informe las causas por las cuales fue modificada, especificando la fecha de modificación, el fundamento legal y la documentación en que se sustentó, y en su caso, proporcionar copia de esta última a la parte actora. 
c) En caso de considerar necesario que para el otorgamiento de la licencia que fue solicitada, se realice algún trámite o gestión, se requiera a la parte actora para su realización.

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y, por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
